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			PRESENTACIÓN

			En este año en que se publica la vigesimoprimera edición del Manual de Derecho Constitucional el constitucionalismo se está enfrentando a dificultades crecientes en el ámbito global, que se unen al deterioro del Derecho internacional y del orden mundial sobre el que crecieron y se desarrollaron los Estados constitucionales a partir del final de la Segunda Guerra Mundial. Una deriva que se asienta igualmente sobre las tensiones a que ese está viendo sometido el orden constitucional de Estados Unidos, el país que está generando más inestabilidad en el mundo desde el comienzo de la nueva Administración Trump, en enero de 2025. Sus políticas están acentuando la fragmentación de la globalización y dificultando la estabilidad económica y la convivencia pacífica en el mundo.

			Ciertamente, la globalización ha supuesto elementos disfuncionales para los Estados y las sociedades nacionales, pero también otros que han sido muy positivos. Entre estos últimos no podemos desconocer que la globalización, con el sistema de interdependencias que genera a través de la apertura al comercio y la configuración de un mercado global, incorpora el principio kantiano en virtud del cual el espíritu del comercio resulta incompatible con la guerra. Así lo ha expresado también la Organización Mundial del Comercio, al indicar que la interrelación entre las economías de los Estados produce ganancias importantes al tiempo que genera igualmente costes relevantes si se cortan las relaciones comerciales.

			Sin embargo, el proceso de globalización está experimentando una evolución incierta cuyo resultado no podemos prever. Hay diversos elementos que están reduciendo los efectos positivos que puede tener la globalización para la paz. En primer lugar, la tercera globalización ha sido el marco en el que se han producido avances tecnológicos extraordinarios, especialmente en materia de Inteligencia Artificial, que están generando rupturas de alcance imprevisible, dando lugar a una nueva época en la historia. Entre esas rupturas hay que mencionar el rechazo a las normas por parte de las grandes compañías tecnológicas, que está en la base de la actual deriva militarista de la Administración estadounidense.

			En segundo lugar, la tensión por la hegemonía global entre Estados Unidos y China está provocando tensiones enormes que están generando una modulación de la globalización, en función de afinidades geopolíticas. Estas tensiones se han incrementado de manera significativa a partir de la guerra de Ucrania, impulsando la fragmentación de la globalización articulada esencialmente en torno a dos grandes bloques liderados por Estados Unidos y por China.

			En tercer lugar, la nueva Administración estadounidense está comenzando a utilizar todo su potencial, comercial, tecnológico y militar para favorecer la hegemonía global de Estados Unidos, con una evolución imprevisible que pone en riesgo la paz mundial. La acción militar en Irán es manifestación de esos riesgos al tiempo que están poniendo a prueba a la propia globalización desde el punto de vista de las limitaciones en términos de coste económico que un conflicto armado puede presentar para quienes lo han generado y para la economía global.

			La fragmentación de la globalización ha sido el primer recurso de Estados Unidos para hacer frente a la lucha por la hegemonía global con China. Su éxito es más que discutible si tenemos en cuenta que el desarrollo económico de China no se ha frenado y la distancia de su PIB con Estados Unidos es cada vez mayor (medido en términos de paridad de poder adquisitivo). A la presión que para Estados Unidos supone la pérdida de la primacía económica se unen otros factores muy relevantes como son el monopolio chino sobre materias primas estratégicas que son fundamentales para la producción tecnológica en el resto del mundo y el propio desarrollo tecnológico de China que compite ya en sectores esenciales con el de Estados Unidos.

			La nueva Administración Trump se plantea metas más ambiciosas que las de liderar a una parte de los países del mundo frente a aquellos que se sitúan en la esfera de influencia de China. Su pretensión es recuperar y consolidar la hegemonía global. A pesar de que el movimiento que llevó al poder a D. Trump es claramente aislacionista, su política está orientándose a la hegemonía tecnológica y militar, ya que la económica se va alejando cada vez más de las posibilidades de Estados Unidos. Esa tendencia se manifestó ya en su primer año de mandato a través de dos documentos que la reflejan: el Plan de Acción de IA de julio de 2025 y la Estrategia de Seguridad Nacional de noviembre de 2025.

			La estrategia política estadounidense se ha hecho explícita y pasa por promover su hegemonía global eliminando cualquier competencia posible, por lo que la UE, que podría ser un contrapeso importante que equilibrara el actual poder agresivo de Estados Unidos, se considera no como un aliado sino como un obstáculo. Las condiciones para garantizar la paz a nivel global se ven cada vez más debilitadas y los riesgos de una extensión de los actuales conflictos son evidentes.

			En estas condiciones, la duda sobre el avance de la globalización y su capacidad para generar interdependencias que puedan limitar los conflictos bélicos y promover la paz es inevitable. Lo más probable es que la globalización termine imponiéndose en el futuro, por más que la historia la someta a fuertes pruebas tales como las crisis pandémicas o las guerras. Sin embargo, no podemos desconocer los riesgos que para la paz mundial se plantean actualmente, con conflictos bélicos abiertos que se han generado y se están desarrollando sin el menor respeto a la legalidad internacional y a los Derechos Humanos.

			Como ha ocurrido en otras épocas de la historia, la paz no es el resultado natural de la convivencia, ya sea entre individuos o entre naciones, porque las tensiones derivadas de la condición humana conducen habitualmente a conflictos tanto internos como internacionales. La paz, como dice Peter Häberle, hay que promoverla a través de una cultura de la paz, mediante la creación de entornos en los que se eduque para la paz, se habiliten mecanismos para solucionar los conflictos y se garantice la prevalencia del derecho sobre la fuerza. El Derecho constitucional tiene un papel esencial en la construcción de esa cultura de la paz.

			Por lo que se refiere al ámbito interno de nuestro país, a pesar de que se ha aprobado una reforma constitucional en una cuestión en la que había amplio consenso (la Reforma del apartado 3 del art. 69 de la Constitución Española, a los efectos de que la isla de Formentera elija un senador propio, de 19 de mayo de 2026), lo cierto es que el clima político sigue siendo muy conflictivo y la inestabilidad parlamentaria está afectando ya a la agenda legislativa, dificultando la aprobación de nuevas leyes y de los Presupuestos Generales del Estado. Entre las que se han aprobado hay que mencionar la Ley Orgánica 3/2025, de 27 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación; la Ley 4/2025, de 24 de julio, por la que se modifica la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra; la Ley 6/2025, de 28 de julio, de modificación de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, para la regulación de las inversiones en elementos patrimoniales afectos a la actividad de arrendamiento de vivienda en las Islas Canarias; la Ley 7/2025, de 28 de julio, por la que se crea la Agencia Estatal de Salud Pública y se modifica la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, y la Ley Orgánica 1/2026, de 8 de abril, en materia de multirreincidencia, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Por último, hay que mencionar también la Reforma del Reglamento del Congreso de 22 de julio de 2025 y la Reforma del Reglamento del Senado de 12 de noviembre de 2025. En cuanto a la jurisprudencia, desde que cerramos la anterior edición se han publicado sentencias relevantes algunas de las cuales se incorporan a esta nueva edición. Es el caso de las SSTC 133/2025, de 10 de junio, y 142/2025, de 22 de julio (reserva de ley orgánica); la 137/2025, de 26 de junio, sobre la Ley de amnistía (junto con las numerosas sentencias que la han seguido resolviendo recursos o cuestiones de inconstitucionalidad sobre la misma Ley); la 134/2025, de 10 de junio (LOREG); las 171/2025, de 17 de noviembre; 3/2026, de 12 de enero y 5/2026, de 14 de enero (derecho al ejercicio de las funciones representativas), y la 6/2026, de 15 de enero (derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas).

			Francisco Balaguer Callejón

		

	
		
			
			NOTA PREVIA

			Cada uno de los autores ha elaborado los siguientes Capítulos y apartados de la obra:

			Francisco Balaguer Callejón: Capítulo I: El Derecho constitucional; Capítulo III: Las fuentes del Derecho; Capítulo IV: El ordenamiento jurídico; Capítulo V: La Constitución; Capítulo VI: Tratados internacionales y fuentes legales; Capítulo VII: Las fuentes con valor de Ley; Capítulo VIII: Las fuentes reglamentarias; Capítulo IX: Derecho constitucional europeo; Capítulo XII: La organización territorial del Estado y las competencias de las Comunidades Autónomas; Capítulo XIV: Las fuentes del Derecho en las Comunidades Autónomas; Capítulo XV: Relaciones entre el ordenamiento estatal y los ordenamientos autonómicos, y apartado 1 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.

			Gregorio Cámara Villar: Capítulo XIII: La organización institucional de las Comunidades Autónomas; Capítulo XVI: El sistema de los derechos y las libertades fundamentales en la Constitución española; Capítulo XXI: El derecho a la tutela judicial efectiva; Capítulo XXIII: Los derechos y libertades del ámbito educativo; Capítulo XXV: Los deberes constitucionales; Capítulo XXX: El Poder Judicial; apartado 9 del Capítuo XI: Las sentencias del Tribunal Constitucional; apartados 2 a 4 y 6 del Capítulo XVII: Principio de igualdad y derechos individuales; apartados 1, 2 y 4 del Capítulo XVIII: Derechos individuales (II); apartado 3 del Capítulo XXII: Constitución económica y derechos sociales, y apartado 4 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.

			Juan F. López Aguilar: Apartados 4 y 5 del Capítulo II: Transición política y proceso constituyente.

			María Luisa Balaguer Callejón: Capítulo X: El Tribunal Constitucional; Capítulo XXVI: La Corona; apartados 1 a 8 del Capítulo XI: Las sentencias del Tribunal Constitucional; apartados 1 y 5 del Capítulo XVII: Principio de igualdad y derechos individuales; apartado 5 del Capítulo XVIII: Derechos individuales (II); apartados 1 y 2 del Capítulo XXII: Constitución económica y derechos sociales; apartados 2 y 5 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.

			José Antonio Montilla Martos: Capítulo XIX: La libertad de expresión; Capítulo XX: Los derechos políticos: reunión, asociación, participación y petición; Capítulo XXVII: Las Cortes Generales; Capítulo XXVIII: El Gobierno y la Administración; Capítulo XXIX: Las relaciones entre las Cortes y el Gobierno; apartados 1 a 3 del Capítulo II: Transición política y proceso constituyente; apartado 3 del Capítulo XVIII: Derechos individuales (II); apartado 3 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.
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			CAPÍTULO XVI

			EL SISTEMA DE LOS DERECHOS Y LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA
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			1. INTRODUCCIÓN: CONCEPTO, FUNDAMENTO, NATURALEZA Y CLASES DE DERECHOS FUNDAMENTALES

			1.1. Concepto, fundamento, significación y evolución  de los derechos fundamentales

			Como ha subrayado Pérez Luño, con los derechos fundamentales nos referimos a «aquellos derechos humanos garantizados por el ordenamiento jurídico positivo, en la mayor parte de los casos en su normativa constitucional, y que suelen gozar de una tutela reforzada». Esta definición descriptiva remite a la tradición consistente en incluir dentro de las constituciones una declaración de derechos y libertades donde sustancialmente se articula el sistema de relaciones entre el individuo y el Estado, como exigencia de su dignidad y como salvaguarda de su libertad y seguridad. Desde finales del siglo xviii, tras un largo pero sostenido proceso, los derechos fundamentales y las libertades públicas han alcanzado así gran relieve, correspondiéndoles hoy un papel central en el Estado constitucional, configurando un núcleo esencial de la parte dogmática de las constituciones, en las que suelen recogerse expresa y ampliamente sus garantías normativas, institucionales y jurisdiccionales.

			Ahora bien, no es posible dar cuenta clara de la existencia de un criterio de «fundamentalidad» para los derechos que sea universalmente válido. Los derechos fundamentales son, así, los que están reconocidos con ese carácter en un ordenamiento positivo. Precisamente por ello hemos de huir de cualquier tentación de «inmanentismo» e incluso de «sustancialismo lingüístico» a la hora de construir un concepto de derecho fundamental. La operación por realizar es más bien la inversa, esto es, se trata de extraer un concepto material y técnicamente operativo a partir de la positividad histórica de los derechos, tal cual se expresan en un concreto ordenamiento al que ha de comprenderse como sistema. Aunque satisfacen un requerimiento ético en algunos casos compartido universalmente, ni existen derechos humanos per se, como realidades independientes de las aspiraciones y valores de los hombres y de los pueblos, así como de los factores y circunstancias históricas de su surgimiento (salvo que se adopte una perspectiva iusnaturalista tout court), ni existe tampoco, en lógica consecuencia, un concepto doctrinal y dogmático universalmente válido de derecho fundamental.

			Ni siquiera nos es posible disponer de un concepto académico, plenamente depurado y regionalmente aceptado en términos comparativos, por deseable que esto sea. Bien es verdad que en el llamado «mundo occidental», y particularmente en Europa, ha encontrado gran arraigo la «cultura de los derechos fundamentales» (en expresión de Häberle), justamente porque el desarrollo político común y los cada vez más frecuentes intercambios de todo orden han confluido en la consideración de que la dignidad de la persona, la libertad y la igualdad son los valores máximos y matriciales, convirtiéndose en los verdaderos fundamentos de las diversas expresiones normativas constitucionales y de sus objetivos como Estados democráticos. Pero, si culturalmente se universalizan los derechos fundamentales y sus garantías jurídicas se consolidan y desarrollan, técnicamente persisten todavía grandes diferencias en función de las tradiciones de cada país, lo que impide dar una respuesta global a la cuestión de la conceptualización de los derechos fundamentales. Así, mientras que en algunos países se regula con detalle una tabla de derechos en sus respectivas constituciones (caso de Alemania, Portugal o España), en otros se efectúa una remisión a un texto histórico de declaración de derechos (caso de Francia) o se reconocen los derechos fundamentales como garantías no escritas, de acuerdo con el carácter consuetudinario de su Derecho, y se adaptan legalmente convenios internacionales (caso de Gran Bretaña, que adapta el Convenio Europeo de Derechos Humanos). Esta diversidad responde a una multiplicidad de factores de orden histórico, cultural, sociológico, político, etc., que será necesario tener siempre presente para poder entender e interpretar de modo constitucionalmente adecuado un ordenamiento concreto.

			Jean Rivero ha destacado que precisamente este es el problema común más esencial que se presenta hoy a la doctrina y a las jurisdicciones constitucionales: el de la noción misma de derecho fundamental, así como la de su contenido y, en consecuencia, el de la determinación de qué derechos deben ser asegurados y protegidos al más alto nivel. Saliendo de un núcleo central de derechos y libertades clásicos, básicos y coincidentes (los «derechos humanos» que concitan el más alto grado de consenso: derechos a la vida, a la libertad y a la seguridad, a la libertad ideológica y religiosa, de asociación, de reunión, etc.), el sistema de derechos se presenta con el halo propio de una nebulosa. Con Bobbio, pues, podemos decir que no es posible encontrar un fundamento absoluto, irresistible, a los derechos fundamentales, por cuyo relativismo histórico lo importante no es tanto fundamentarlos cuanto protegerlos. Son, en suma —sostiene—, «los que en una determinada Constitución están atribuidos a todos los ciudadanos indistintamente, aquellos, en una palabra, respecto de los que los ciudadanos son todos iguales». Ahora bien, pese a esta diversidad y relativismo, funcionalmente los derechos fundamentales, como revela la misma raíz lingüística de esta expresión (bond, fund), responden a necesidades humanas básicas y centrales y sugieren así la imagen del pie humano en el sentido estático, de basamento, y dinámico, que permite la movilidad y la acción (F. Puy), constituyendo una verdadera metáfora sobre los valores que permiten a las personas vivir libremente, con dignidad, igualdad y seguridad, en las sociedades democráticas.

			Pero, entonces, ¿cómo es posible abordar su estudio?

			En el ámbito del pensamiento jurídico han sido varios los modelos o perspectivas que se han puesto en juego para valorar en qué consisten y cuáles son los derechos humanos, pues es una insoslayable exigencia fijar un criterio que nos permita saber cuándo estamos efectivamente ante un verdadero derecho humano o ante un derecho humano in fieri, aspirando a su reconocimiento y garantía, y cuándo ante meros intereses de grupos.

			Uno de estos modelos ha sido el iusnaturalista, que, emotivamente hablando, es quizás el que a primera vista resulta más sugestivo. Según él, partiendo de una determinada visión filosófica, ideológica o religiosa del hombre, del mundo y de la sociedad, existen unos derechos que la persona siempre tiene por su condición de tal y que están asociados a su dignidad, por lo que son concebidos como inherentes a su propia naturaleza, anteriores al Estado, inalienables e inviolables, imprescriptibles, irrenunciables e intransmisibles. Esta visión —que se sitúa en el mismo origen de las primeras declaraciones de derechos—, sumamente atractiva e inspiradora de revoluciones y de grandes convulsiones sociales, no está exenta de problemas, dificultades y riesgos. En primer lugar, porque también la apelación totalizante y apriorística a ciertos derechos que pretendidamente están por encima del Estado, a partir de una interpretación exclusivista de su contenido, ha servido y puede servir para distorsionar reivindicaciones personales o colectivas que pretenden imponerse al conjunto social e incluso, a veces, para justificar la comisión de crímenes, atropellos y aun en algunos casos para la misma negación de la libertad y la dignidad humanas (por ejemplo, ciertas apelaciones al derecho de autodeterminación de los pueblos). En segundo lugar, porque una fundamentación en exclusiva iusnaturalista de los derechos humanos corre el riesgo de quedarse en el terreno vaporoso de los valores y no en el de su positivación, esto es, en el de la dotación de una determinada eficacia que surge de su inserción en un sistema jurídico (por ejemplo, la invocación del derecho a la vida como equivalente a la vida como valor, que ha de ser preservada a toda costa, o extendida su titularidad incluso a los nascituri, que no son todavía personas, sino vida humana en formación). En tercer lugar, porque su afirmación difusa desde el terreno valorativo puede comprometer seriamente el principio democrático, impidiendo, si su concepto se hace extenso y rígido, la existencia de un ámbito de desarrollo suficiente para la libertad de configuración del legislador. En cuarto lugar, porque, como ha señalado Bobbio, también está históricamente comprobado que el número y el contenido de los derechos humanos se ha modificado con el transcurso del tiempo a tenor de las necesidades e intereses de las clases en el poder, de los medios disponibles para su realización, de las transformaciones técnicas, etc. Y, finalmente, aunque no en último lugar, porque no es posible apelar a ninguna instancia definidora o decisoria de cuáles sean o hayan de ser los derechos humanos.

			Otro modo de abordar la cuestión, siguiendo a Peces-Barba, puede ser bautizado con el nombre de «escéptico». Independientemente de que se mantenga desde posiciones conservadoras o progresistas, puede incluirse en él a todos los que niegan la noción misma de los derechos humanos como referente universal y manifiestan su escepticismo ante la posibilidad de fijar un núcleo de derechos irreductibles del hombre. Para quienes se han alineado en estas posiciones (Althusser, Foucault…), el hombre actual, el individuo y, por consiguiente, todo humanismo o individualismo, es el producto de una ideología muy concreta: la de la burguesía que comienza a manifestarse en el Renacimiento y que culmina en la formación del Estado liberal. Esta posición conduce a una práctica imposibilidad de construir cualquier teoría o doctrina acerca de los derechos humanos.

			Un tercer modelo, que pudiéramos denominar «positivista voluntarista», entiende que son derechos fundamentales aquellos que el poder designa como tales: estaríamos en presencia de un derecho humano o fundamental sencillamente cuando un determinado ordenamiento jurídico así lo determine. El derecho depende en esta perspectiva, pues, de la voluntad del Estado y adquiere su razón de ser desde el momento en que se constituye en norma dentro del ordenamiento jurídico de un pueblo. Si bien este modelo establece un criterio de determinación verdaderamente claro y preciso de los derechos fundamentales, llevado a su extremo podría fundamentar incluso que determinadas minorías, grupos o clases puedan disponer a su antojo de la vida y derechos del resto de los hombres, a condición de que tengan el poder.

			Como puede observarse, seguir cualquiera de estos modelos de manera aislada y sin matices conduce directamente a un callejón sin salida para la fundamentación y la determinación de los derechos humanos. Ante esta situación, algunos estudiosos se han dejado llevar por un criterio más pragmático, consistente en preocuparse exclusivamente por los aspectos técnicos, procesales fundamentalmente, de la protección de los derechos, bien sea en el ámbito internacional, bien en el de los Estados concretos. Esta perspectiva ha sido, ciertamente, muy productiva y a ella se debe en buena medida el alto grado de protección que desde el punto de vista técnico han alcanzado muchos derechos; pero por sí sola no permite la construcción de un concepto suficientemente válido de los derechos humanos en la medida en que desatiende los problemas generales que subyacen al tema y que son inabordables desde consideraciones de estricta técnica jurídica.

			Si ninguno de estos caminos es enteramente satisfactorio, ¿qué vía seguir entonces? Es posible superar los problemas esbozados y los reduccionismos si adoptamos el modelo «dualista» —que hoy es paradigmático en la doctrina jurídica—, consistente en establecer dos niveles de consideración en el estudio de los derechos humanos: por un lado, el estudio de los derechos humanos como filosofía de los derechos humanos; por otro, el paso de la filosofía de los derechos humanos al Derecho de los derechos fundamentales.

			Desde el primer punto de vista, es necesario abordar los factores sociales, económicos, ideológicos y políticos que han incidido en la concepción de los derechos fundamentales. Los derechos, ciertamente, no se hallan inscritos en ninguna tabla de validez universal, sino que se enraízan en la historia de las sociedades y de los pueblos que han ido construyendo a través de grandes y variadas vicisitudes una práctica y una teoría de los derechos humanos. En esta construcción han incidido de forma particularmente intensa dos concepciones cruciales: el liberalismo y el socialismo. El liberalismo, porque la aparición de la economía de mercado, del individualismo, de la teoría del contrato social, del Estado liberal, etc., configuran los factores que hacen posible el surgimiento del pensamiento secularizado acerca de un núcleo irreductible de derechos del hombre; el socialismo, porque significa una superación de muchas enunciaciones puramente formales del liberalismo, al tiempo que la construcción de otros muchos derechos y libertades hasta entonces no enunciados: económicos, sociales y culturales… En suma, el concepto de los derechos humanos es un concepto histórico que se ha venido formando, enriqueciendo y evolucionando con el paso del tiempo en cada sociedad concreta, y en ello se distancia y se opone el modelo dualista al iusnaturalismo.

			Ése es el sentido histórico y realista de los derechos, con independencia de su inspiración más o menos cercana, según los casos, en un modelo u otro, que cabe observar implícitamente en desarrollo desde los primeros reconocimientos en la Declaración del Buen Pueblo de Virginia de 1776 y en las diez primeras Enmiendas de la Constitución federal norteamericana de 1787, así como en la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, pasando por la Constitución de la República Francesa de 1848, la Constitución de Weimar de 1919, las tablas de derechos de las Constituciones de la segunda posguerra mundial (Constitución italiana de 1947, Ley Fundamental de Bonn de 1949…), hasta llegar a los textos constitucionales de democracias más jóvenes, como es el caso de Portugal y España, donde se incluyen los más novedosos derechos originados por las necesidades y problemas creados por el avance tecnológico y el desarrollo económico y social. Todo ello sin olvidar, por supuesto, el proceso de la internacionalización de los derechos que eclosiona con la Declaración Universal de 1948, y continúa con la variada complejidad de los Convenios, Pactos y Declaraciones sectoriales protectores de los derechos humanos (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —ambos de 1966—, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959, de la Mujer, de 1957, etc.), configurándose un particularísimo régimen internacional de fuerte garantía en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950, así como un significativo avance como acervo común en su reconocimiento como principios generales del Derecho por el Derecho comunitario europeo hasta llegar a la proclamación de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea el 7 de diciembre de 2000 y, tras el fracaso del «Tratado constitucional» por el «no» francés y holandés de la primavera del 2005, al posterior reconocimiento de su valor jurídico vinculante y el establecimiento de su ámbito de aplicación por el Tratado de Lisboa de 2007, cuya entrada en vigor se produjo el 1 de diciembre de 2009. Se trata en este último supuesto, en su formulación literal, de una verdadera quintaesencia del más moderno estándar de los derechos fundamentales, obtenido tras un largo y complejo proceso de racionalización, precisamente a partir de las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros y de los tratados y convenios internacionales en la materia. En efecto, también en este ámbito, como no podía ser de otra manera, se ha producido una progresiva configuración, ciertamente atípica y problemática —y, podría decirse, de transición, en la que todavía estamos instalados—, de un sistema de protección de los derechos fundamentales surgido en el seno de las Comunidades Europeas a través de un largo proceso pretoriano de reconocimiento y protección por parte del TJCE, iniciado a finales de la década de los sesenta mediante el recurso a la técnica de la apelación a la urdimbre de los principios generales del Derecho y de las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros, toda vez que, a diferencia del Consejo de Europa, la Unión Europea ha carecido de una propia Declaración de derechos hasta la actualidad. Igualmente, se prevé la adhesión al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, pero esta adhesión no modificará las competencias de la Unión que se definen en los Tratados.

			En este marco general de desarrollo histórico han encontrado reconocimiento y protección un conjunto de derechos que nacen de las exigencias de la dignidad humana, verdadera «premisa cultural antropológica del Estado constitucional» (P. Häberle) y que cabría simbolizar, como estándar básico y común, mediante el enunciado de los derechos protegidos por el Convenio Europeo de 1950: los derechos a la vida, a la libertad y a la seguridad personal, a unas garantías judiciales equitativas, a la intimidad, inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia, a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, a la libertad de expresión y de opinión, a la libertad de reunión y de asociación, a contraer matrimonio y a fundar una familia, a respetar los bienes de una persona, a la educación, a la libertad de circulación y de residencia, a no sufrir tortura y penas o tratos inhumanos o degradantes, a no ser discriminados en el goce de derechos y libertades garantizados, etc.

			Por consiguiente, a la vista de esta dinámica histórica, puede concluirse que, a pesar del relativismo que su misma historicidad comporta, el concepto de los derechos humanos ha llegado a alcanzar un cierto grado de objetivación, siendo estable en su núcleo, puesto que no existen hoy solo a expensas de la voluntad del poder político, sino que mantienen respecto a este una autonomía con base precisamente en su fundamentación histórica. Los derechos humanos pertenecen ya al acervo cultural de todos los hombres y su existencia es autónoma e independiente de cualquier voluntad política, que solo puede condicionar el modo de sus reconocimientos y el grado de sus concretas garantías. Es esa conciencia histórica universal, condensada y recogida en las declaraciones de derechos y en los textos constitucionales, la que fundamenta el respeto a los derechos fundamentales en la cultura de las sociedades democráticas avanzadas.

			En definitiva, si bien por su fundamento cultural los derechos fundamentales tienen un origen prenormativo en un sistema de valores compartido de manera amplia por un conjunto social, solo adquieren su auténtica naturaleza de derechos públicos subjetivos mediante su positivización. Y solo adquieren la más plena garantía, incluso frente al legislador, con la Constitución normativa. Solo en estas constituciones, expresión del más avanzado estadio del constitucionalismo que inicia su andadura tras la Segunda Guerra Mundial, consiguen los derechos fundamentales, antes solo declarados y escasamente protegidos, las características que hoy los definen en una comunidad de Derecho: vincular a todos los poderes públicos y, por tanto, ser también indisponibles para el legislador, que deberá respetar su contenido esencial, y tener eficacia directa, siendo exigibles ante los tribunales, desplegando, asimismo, una dimensión objetiva e institucional sustentadora del orden social y político.

			De esta manera podemos dar un paso más y abordar el estudio del «Derecho de los derechos fundamentales», en tanto que se incorporan en normas estatales que reconocen y protegen los derechos humanos determinados en el nivel filosófico y concretados en el ámbito internacional. Los derechos humanos son, evidentemente, importantes valores orientadores de la acción política, pero no Derecho declarado, regulado y tutelado por el ordenamiento positivo hasta que no se convierten en derechos fundamentales. Este nivel que estamos considerando, y en el que a partir de ahora centraremos nuestra atención, supone la teoría jurídica de los derechos fundamentales, esto es, la teoría de su naturaleza, de sus sujetos, de sus contenidos, de sus límites, de su interpretación, de sus condiciones de ejercicio, etc., concretada en un determinado ordenamiento, en nuestro caso el correspondiente al Estado social y democrático de Derecho instaurado por la Constitución de 1978.

			1.2. Naturaleza de los derechos y libertades

			Cuando hablamos de derechos fundamentales, lo primero que pensamos o intuimos de forma automática es que configuran normas decisivas para definir el modelo constitucional de sociedad y de Estado. No es difícil darse cuenta de que están profundamente imbricados con la forma de Estado, con el modelo de sociedad y aun con la llamada «Constitución económica». Porque el Estado de Derecho, ciertamente, es la condición y, al mismo tiempo, el efecto de la existencia y garantía de los derechos fundamentales y, en igual sentido, las cláusulas constitucionales económicas —particularmente en su versión social— constituyen en cierto modo el soporte estructural y material imprescindible para que los derechos fundamentales —sobre todo los de prestación, que necesitan de la existencia de medios suficientes y de algún grado de organización y de procedimientos— puedan desplegarse y su efectividad quede garantizada de modo generalizado. Es decir, el Estado social y democrático de Derecho de nuestros días solo es posible a partir del reconocimiento, garantía y protección de los derechos fundamentales y estos, a su vez, solo pueden existir en amplitud y en profundidad si el Estado se organiza como democrático y mantiene una proyección y vocación social.

			En definitiva, tan necesarias son las condiciones jurídicas y políticas para la efectividad de los derechos fundamentales, como las sociales, económicas y culturales. La existencia de un Estado de Derecho donde impere el principio de legalidad y esté asegurada la división y el control del poder no es de hecho, y por sí sola, como prueba la experiencia histórica, una garantía suficiente de los derechos y libertades. Es necesario que la estructura social y económica esté en su conjunto, como dice J. C. Colliard, al servicio de la persona, porque entonces la proclamación de los derechos reposará sobre una sociedad justa y será posible y eficaz su garantía. Y esto solo puede garantizarlo el principio de constitucionalidad.

			Si las normas que reconocen derechos fundamentales son normas decisivas, es, en efecto, porque tales derechos constituyen la principal garantía que tienen los ciudadanos de que el sistema social y político se orientará —por encima de las disfunciones o los incumplimientos relativos que en cada momento puedan presentarse— hacia el respeto y promoción de las posibilidades vitales de la persona, cuya dignidad se erige en fundamento de todo el sistema. Por tanto, la realidad de los derechos fundamentales no puede quedar reducida a una mera relación de carácter unidimensional entre el Estado y el individuo (P. Häberle). A poco que abundemos en esta idea, encontraremos una doble dimensión que resaltar de los derechos y libertades fundamentales: subjetiva y objetiva, porque, por un lado, los derechos fundamentales conforman una esfera de libertad personal, protegiendo al individuo de las intervenciones injustificadas del poder público y de determinadas actuaciones de terceros, permitiendo además al ciudadano exigir de aquél determinadas prestaciones, y, por otro, operan como elementos constitutivos y legitimadores del ordenamiento, en tanto que configuran los valores materiales sobre los que la sociedad y el Estado se organizan, suponiendo su expresión, por consiguiente, el origen mismo del poder estatal.

			Esta concepción de la doble faz o naturaleza de los derechos fundamentales, cuyas raíces cabe encontrar en los tiempos de Weimar y que se desarrolló a partir de los planteamientos, entre otros, de Kaufmann, Smend y, más recientemente, Häberle, ha adquirido arraigo en la doctrina y en la jurisprudencia alemanas, de donde ha sido adoptada también por la doctrina y la jurisprudencia constitucional españolas. Resumidamente su formulación puede precisarse en los siguientes términos:

			A) Subjetivamente, los derechos fundamentales conforman el estatuto jurídico de los ciudadanos en relación con el Estado y en el seno de la sociedad, esto es, respecto a los poderes públicos y también respecto a terceros o en relaciones entre particulares. En este sentido son exponente de la tutela de la libertad, la dignidad, la seguridad y la autonomía de las personas. Como dice el Tribunal Constitucional en la Sentencia 25/1981 (FJ 5), «los derechos fundamentales son derechos subjetivos, derechos de los individuos, no solo en cuanto derechos de los ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia».

			Es esta la línea de principio que subyace en el artículo 10.1 de la Constitución española o en el 1 de la Ley Fundamental de Bonn, al vincular los derechos inviolables con la dignidad de la persona y con el libre desarrollo de la personalidad, debiendo entenderse que su titularidad no corresponde tan solo a los individuos aisladamente considerados, sino también —como ha dicho el Tribunal Constitucional en la STC 64/1988, FJ 1— «en cuanto están insertos en grupos y organizaciones cuya finalidad sea específicamente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los intereses de los valores que forman el sustrato último del derecho fundamental».

			B) Objetivamente, los derechos y libertades fundamentales son presupuestos de consenso del sistema social y político, como resultado del acuerdo básico de los ciudadanos y de las fuerzas políticas y, por ello, tienen una función legitimadora e informadora, axiológica, del conjunto del entramado constitucional. Es decir, los derechos fundamentales tienen una dimensión institucional que los convierte, como ha tenido ocasión de precisar nuestro Tribunal Constitucional, en «elementos esenciales del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto este se configura como marco de una convivencia humana justa y pacífica, plasmada históricamente en un Estado de Derecho y, más tarde, en un Estado social y democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución» (STC 25/1981, FJ 5).

			Desde esta perspectiva institucional, los derechos no son ya solo los límites que los ciudadanos pueden oponer a la acción del poder político o frente a determinadas acciones de terceros o las concretas facultades de exigir acciones o prestaciones de los poderes públicos que puedan conferirles, sino que, considerados positivamente, son un conjunto de valores y fines directivos de la acción de los poderes públicos y marco general para el desarrollo de la convivencia social. El orden jurídico infraconstitucional se verá así conformado por ellos: todo el Derecho habrá de estar inspirado por este sistema de valores incorporado a la Constitución como decisión básica y tanto el desarrollo como la interpretación y aplicación de la Constitución y de la Ley habrán de realizarse a la luz de los valores que los derechos fundamentales representan e incorporan. En definitiva, los derechos fundamentales son los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del ordenamiento objetivo como de cada una de las ramas que lo integran porque, como dice el artículo 10.1 de la Constitución, son el «fundamento del orden jurídico y de la paz social» (STC 53/1985, FJ 4). Nada tiene de extraño entonces que el constitucionalismo democrático, precisamente por serlo, haya desarrollado el principio del mayor valor de los derechos fundamentales y su concreción del «principium libertatis», según el cual, en caso de incertidumbre u oscuridad sobre el estatuto jurídico de los derechos, hay que dar siempre preferencia a la interpretación que ofrezca las mayores garantías para sus titulares. Este principio se inscribe en el postulado de «la garantía de la progresiva efectividad» de los derechos que, en expresión de Häberle, es «presupuesto de toda la dogmática, pretórica y política de los derechos fundamentales» en cuanto que nace de la convicción de que el Estado democrático se cimenta sobre la «cultura de los derechos fundamentales» y su garantía depende de una multiplicidad de factores estatales, públicos y privados, que es preciso tener en cuenta en los procesos de interpretación. Aunque hoy se tiende a hablar más en la doctrina de la «multidimensionalidad» o «multifuncionalidad» de los derechos fundamentales (individual, objetivo-institucional, legitimadora, informadora y proyectiva de políticas públicas, etc.), puede sostenerse que la formulación que estamos considerando reúne o concita de algún modo estos diferentes aspectos.

			Es preciso, finalmente, realizar la observación de que esta doble naturaleza de los derechos fundamentales debe ser correctamente entendida, pues, de un lado, las dos dimensiones mencionadas, subjetiva y objetiva, no pueden valorarse aisladamente, sino de manera interdependiente; por ello han de ser siempre tenidas en cuenta y ponderadas sistémicamente a la hora de interpretar y aplicar la Constitución en un caso concreto. Por otra parte, el que los derechos fundamentales, así concebidos, influyan en todo el Derecho, implica lógicamente a todas sus ramas, sea público o privado. La cuestión, en este plano general y principial, no presenta grandes problemas en el primer caso, esto es, cuando se trata de la disciplina de las relaciones jurídicas de los ciudadanos con los poderes públicos. Ahora bien, esto no quiere decir que las relaciones jurídicas entre particulares —sometidas al Derecho privado— queden convertidas por la presencia de los derechos fundamentales en relaciones regidas directamente por el Derecho constitucional y sustraídas a su ámbito propio, sino que en ellas han de ser siempre tenidos en cuenta los efectos de los derechos fundamentales a la hora del establecimiento, de la interpretación y de la aplicación de las normas que disciplinan aquellas relaciones. Pero estos aspectos serán más específicamente tratados cuando se analice la cuestión de la eficacia de los derechos fundamentales.

			1.3. Clasificación de los derechos y libertades fundamentales

			Ninguna clasificación puede reducirse a ser un mero ejercicio de erudición, sino que ha de estar orientada a revelarnos aspectos significativos del objeto o de la materia sobre la que versa. Por ello toda clasificación tiene un valor relativo, que está siempre en función de la posición en la que se sitúa quien la establece o de los aspectos que con el criterio adoptado se pretenden iluminar (el objeto, la finalidad, el contenido, etc.).

			Como señala Lucas Verdú, los derechos y libertades fundamentales constituyen un sistema, queriendo significar con ello que toda clasificación que sobre ellos se realice no puede hacernos olvidar que son notas características suyas la interdependencia, la complementariedad y la paridad jurídica. Los derechos y libertades básicos son, en efecto, interdependientes, porque todos ellos comparten una misma sustancia, cual es el respeto de la libertad y de la dignidad humanas en un orden social justo. Son, además, complementarios, porque se apoyan unos en otros; no son compartimentos estancos, sino que se interrelacionan mutuamente, de tal forma que el disfrute de uno de ellos presupone el disfrute de otros. Así, por ejemplo, la libertad de expresión es un derecho de libertad de carácter intelectual que necesita apoyarse en la libertad de pensamiento y aun en una libertad que también presenta un cierto carácter económico, como es la de poder crear medios de comunicación para hacerla posible. Por último, los derechos y libertades fundamentales gozan, como cuestión de principio, de un status de paridad jurídica, porque aunque es evidente que cada uno de ellos tiene matices propios que les hacen más o menos vulnerables según sea la coyuntura política o social, es un postulado típico del Estado de Derecho que desde un punto de vista técnico jurídico todos tienen la misma relevancia. Cosa distinta es que cuando en un caso concreto entran en conflicto derechos, o bienes constitucionalmente protegidos y derechos, sea necesario realizar una ponderación o balance entre ellos que permita encontrar al aplicador del Derecho una solución fundamentada, prevaleciendo —solo en lo que sea constitucionalmente permitido— o «prefiriendo» uno de los derechos o bienes

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			2. CARACTERES GENERALES DEL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

			2.1. Introducción: el sentido sustancial del reconocimiento constitucional de los derechos y libertades fundamentales

			
			
			
			2.2. Estructura del Título I
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			2.2.2. Estructura formal del Título I

			
			
			
			
			
			
			
			2.2.3. El criterio de clasificación de los derechos empleado por la Constitución. Los diferentes niveles de protección

			
			
			
			
			
			
			
			2.2.4. La ubicación de los derechos y libertades fundamentales en las dos Secciones del Capítulo II del Título I y el criterio de la «fundamentalidad»

			A) El sentido de la clasificación constitucional de los derechos fundamentales

			
			
			
			
			
			
			
			
			B) Caracterización general de la sistemática clasificatoria, por razón de su contenido, de los derechos fundamentales en la Constitución

			
			
			2.2.5. Otros aspectos y problemas relacionados con el sistema de reconocimiento y protección de los derechos y libertades fundamentales en la Constitución de 1978
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